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El fallo del jurado es inapelable y será acogido por el Ministerio de Cultura mediante 
acto administrativo, contra el cual no procede recurso alguno por vía gubernativa.

y comunicación de la resolución mediante la cual se designan los ganadores y se ordena el 

de Cultura.

de la integralidad del espectáculo.

a realizarse sin que ello genere el pago de ningún emolumento adicional al expresamente 

la fecha y hora determinada por el Ministerio de Cultura en la ciudad de Bogotá.
Nota: bajo ninguna circunstancia se concederán prórrogas para el desarrollo del proyecto.
Artículo 2°. Los recursos para el desarrollo y ejecución de la Convocatoria Pública para 

Artículo 3°. La presente resolución rige a partir de la fecha de su publicación.
Publíquese y cúmplase.

La Ministra de Cultura,
Mariana Garcés Córdoba.

DEPARTAMENTO NACIONAL DE PLANEACIÓN

DECRETOS

DECRETO NÚMERO 1467 DE 2012
(julio 6)

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades constitucionales 

CONSIDERANDO:

Privadas, se dictan normas orgánicas de presupuesto y se dictan otras disposiciones;
-

blico Privadas son un instrumento de vinculación de capital privado, para la provisión de 
bienes públicos y de sus servicios relacionados, que involucra la retención y transferencia 
de riesgos entre las partes, y mecanismos de pago relacionados con la disponibilidad y el 
nivel de servicio de la infraestructura y/o servicio, el cual se materializa con un contrato 
entre una entidad pública y una persona natural o jurídica;

Nacional podrá reglamentar las condiciones para el cumplimiento de la disponibilidad, los 
niveles de servicio, estándares de calidad, garantía de continuidad del servicio y demás 
elementos que se consideren necesarios para el desarrollo de los esquemas de Asociación 

sectores;

establecer los términos y condiciones para la selección, celebración y ejecución de los 
contratos que materialicen las asociaciones público privadas, teniendo en cuenta que estos 
son instrumentos orientados a la provisión de bienes públicos y de sus servicios relacio-
nados, por lo cual la iniciativa privada debe sujetarse a los límites del bien común, libre 
competencia, y a la selección objetiva de las ofertas atendiendo los principios de la función 

Que en mérito de lo expuesto,
DECRETA:

CAPÍTULO I

Artículo 1°. Objeto. El presente decreto reglamenta la estructuración y ejecución de 
los proyectos de Asociación Público Privada tanto de iniciativa pública como privada a los 

Artículo 2°. . 

permite medir el cumplimiento de los objetivos y vincular los resultados con la satisfacción 

para tomar decisiones informadas. 
 Características mínimas inherentes al bien o servicio objeto 

del contrato. 
 Condición o exigencia que se establece para un indicador de gestión 

que el indicador de gestión es concreto y preciso. 

que el indicador de gestión se mide en el momento apropiado. 

que el indicador de gestión es adecuado para cumplir su objetivo. 

el indicador es susceptible de llevarse a cabo o concretarse. 
 Conjunto de estructuras de ingeniería e ins-

talaciones indispensables para la prestación de servicios con independencia funcional, la 
cual le permitirá funcionar y operar de forma individual cumpliendo estándares de calidad 
y niveles de servicio para tal unidad, relacionados con la satisfacción de la necesidad que 
sustenta la ejecución del Proyecto de Asociación Público Privada. 

 Son aquellos que comportan procesos de programación, aprobación 

en el Estatuto Orgánico de Presupuesto, como es el caso de los recursos provenientes del 
Sistema General Regalías. 

Artículo 3°. Oferentes en proyectos de Asociación Público Privada. Pueden presentar 
propuestas para ejecutar proyectos de Asociación Público Privada con las entidades estatales 
competentes, las personas naturales y jurídicas. 

Parágrafo. Las personas jurídicas podrán presentar propuestas respaldadas en compro-
misos de inversión irrevocables de Fondos de Capital Privado. 

sus inversionistas con Fondos de Pensiones. En el caso de Fondos extranjeros de Capital 
Privado deberán cumplir los requisitos de admisibilidad de inversiones establecidos por la 
Superintendencia Financiera para los Fondos de Pensiones. 

CAPÍTULO II

Artículo 4°. Disponibilidad de la infraestructura. Para efectos del presente decreto, la 
infraestructura está disponible cuando está en uso y cumple con los niveles de servicio y 
los estándares de calidad establecidos en el respectivo contrato. 

Artículo 5°. Derecho a retribuciones en proyectos de Asociación Público Privada. En 
los proyectos de Asociación Público Privada el derecho a retribuciones está condicionado a 
la disponibilidad de la infraestructura, al cumplimiento de niveles de servicio, y estándares 
de calidad. 

Excepcionalmente, en los contratos para ejecutar proyectos de Asociación Público Privada 
podrá pactarse el derecho a retribución por etapas, previa aprobación del Consejo Nacional 

vez el proyecto se encuentre totalmente estructurado. 
Dicha aprobación se analizará en la sesión a la que se hace referencia en el artículo 26 

5.1 El proyecto haya sido estructurado en etapas contemplando unidades funcionales de 
infraestructura, cuya ejecución podría haberse realizado y contratado en forma independiente 
y autónoma, y la unidad que se va a remunerar esté disponible y cumpla con los niveles de 
servicio y estándares de calidad previstos para la misma. 

5.2 El monto del presupuesto estimado de inversión de la unidad funcional de infraes-
tructura sea igual o superior a ciento setenta y cinco mil salarios mínimos mensuales legales 

Artículo 6°. Niveles de Servicio y Estándares de Calidad. Los niveles de servicio y los 

de Asociación Público Privada deberán responder a las características de cada proyecto y ser: 

6.2 Medibles 

6.4 Pertinentes 
6.5 Oportunos 
Artículo 7°. Actualización de la retribución. En los contratos para la ejecución de 

proyectos bajo esquemas de Asociación Público Privada, se deberá establecer de manera 
expresa el mecanismo de actualización del monto de los recursos públicos a desembolsar 

Artículo 8°. Mecanismos de deducciones graduales por Niveles de Servicio y Estándares 
de Calidad. Los Niveles de Servicio y los Estándares de Calidad, estarán expresamente 
establecidos en el contrato, y podrán contemplar un esquema de gradualidad, en virtud del 
cual se efectuarán deducciones proporcionales sobre las retribuciones previstas. 
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En los contratos podrá establecerse la posibilidad de no aplicar las deducciones a las 
que hace referencia el presente artículo, cuando el Nivel de Servicio y Estándar de Cali-
dad afectado fuere restablecido a los parámetros contemplados en el contrato en el plazo 

Los valores a descontar estarán sujetos a mecanismos de actualización de la retribución. 

constitutivos de incumplimiento del contrato como consecuencia de no alcanzar el nivel 
de servicio y estándar de calidad previsto para el efecto. 

En los contratos se establecerá expresamente el procedimiento para programar aquellas 
actividades o trabajos preventivos y rutinarios que sean contemplados previamente como 
necesarios para lograr un adecuado nivel de operación y mantenimiento de la infraestruc-
tura, que puedan alterar la prestación de servicios, sin que ello implique la realización de 
descuentos por no alcanzar Niveles de Servicio y Estándares de Calidad. 

La entidad estatal competente exigirá la adopción de medidas, por parte del contratista, 
para minimizar las interferencias en el funcionamiento normal del servicio. 

Artículo 9°. Estadísticas, mediciones y controles. El contrato podrá establecer la obli-
gación del contratista de proveer, diseñar y operar un sistema de control de gestión para el 
adecuado monitoreo de disponibilidad de la infraestructura, estándares de calidad y niveles 
de servicio. Si el contrato establece esta obligación, el contratista estará obligado a per-
mitir su libre acceso a la entidad estatal competente y a la interventoría. La entidad estatal 

los estándares de calidad. 
CAPÍTULO III

Desembolsos de recursos públicos. Los desembolsos de recursos públicos 

Nacional provenientes del Presupuesto General de la Nación, del Presupuesto de las Enti-
dades Territoriales, entidades descentralizadas o de otros Fondos Públicos, tales como el 
Sistema General de Regalías. 

-
plotación económica del proyecto no son considerados desembolsos de recursos públicos. 

Los desembolsos de recursos públicos estarán condicionados a la disponibilidad de 
la infraestructura, al cumplimiento de Niveles de Servicio y Estándares de Calidad de los 
servicios prestados y no a los insumos necesarios para la prestación de los mismos. 

Artículo 11. Aportes del Estado diferentes a los desembolsos de recursos públicos. Los 
aportes del Estado que no constituyen erogaciones del Tesoro Nacional provenientes del 
Presupuesto General de la Nación, del Presupuesto de las Entidades Territoriales o de otros 
Fondos Públicos no son desembolsos de recursos públicos. 

Los bienes objeto de aporte del Estado diferentes a los desembolsos de recursos públicos 
deberán estar valorados a precios de mercado de conformidad con la normatividad vigente, 

Los aportes del Estado diferentes a los desembolsos de recursos públicos deben estar 
relacionados directamente con la implementación y puesta en marcha del Proyecto de 
Asociación Público Privada. 

Artículo 12. Procedimiento de selección en Proyectos de Asociación Público Privada de 
iniciativa pública. El procedimiento de selección para los proyectos de Asociación Público 

Artículo 13. Factores de selección en Proyectos de Asociación Público Privada de 
iniciativa pública. La entidad estatal competente, dentro del plazo previsto en el pliego de 

La oferta más favorable para la entidad, será aquella que, de acuerdo con la naturaleza del 
contrato, represente la mejor oferta basada en la aplicación de los criterios establecidos en el 

para la entidad. La entidad estatal competente establecerá en el pliego de condiciones los 
criterios que utilizará para la selección. 

cuenta lo siguiente:
13.1 Las condiciones técnicas y económicas mínimas de la oferta sobre el proyecto de 

Asociación Público Privada. 
13.2 Las condiciones técnicas adicionales que para la entidad estatal competente repre-

senten ventajas en la disponibilidad de la infraestructura, en el cumplimiento de niveles de 
servicio o en estándares de calidad. 

13.3 Las condiciones económicas adicionales que para la entidad estatal competente, 

13.4 Los puntajes que se asignarán a cada ofrecimiento técnico o económico adicional, 
deben permitir la comparación de las ofertas presentadas. En ese sentido, cada variable se 

Para la comparación de las ofertas, la entidad estatal competente calculará la relación 

asignado a las condiciones técnicas y económicas adicionales ofrecidas. 
-

jurídicas respaldadas mediante compromisos de inversión irrevocables de Fondos de Ca-
pital Privado, en los términos del parágrafo del artículo 3° del presente decreto, se hará de 
la siguiente manera: 

aporte de recursos líquidos por parte del fondo. 

para el mismo; (ii) el monto de los recursos líquidos comprometidos, y (iii) que dicho 
compromiso es irrevocable. 

En cuanto a experiencia en inversión o estructuración de proyectos: 
Podrá acreditar la experiencia del gestor profesional o del comité de inversiones del 

Fondo de Capital Privado. 
Artículo 14. Valor del contrato en proyectos de Asociación Público Privada de inicia-

tiva pública. El valor de los contratos de los proyectos de Asociación Público Privada de 
iniciativa pública comprende el presupuesto estimado de inversión que corresponde al valor 
de la construcción, reparación, mejoramiento, equipamiento, operación y mantenimiento 

de recursos del Presupuesto General de la Nación, de las entidades territoriales o de otros 
Fondos Públicos. 

las adiciones de recursos y prórrogas sumadas no podrán ser superiores al veinte por ciento 

-
centaje de recursos púbicos adicionales respecto del valor total de las adiciones y prórrogas 
es superior al porcentaje de los desembolsos de recursos públicos inicialmente pactados 
respecto del valor inicial del contrato, las adiciones de recursos públicos deberán ser some-
tidas a consideración del CONFIS o la instancia que haga sus veces a nivel territorial, para 
que esta instancia se pronuncie sobre el incremento de dicho porcentaje. 

Artículo 15. Estudios para abrir procesos de selección para la ejecución de proyectos 
de Asociación Público Privada de iniciativa pública. La entidad estatal competente deberá 
contar con los estudios de que trata el numeral 23.5.1 del artículo 23 del presente decreto, 

Sin embargo, si la naturaleza y el alcance del proyecto hace que alguno de los estudios de 
que trata el numeral 23.5.1 del artículo 23 del presente decreto no sea requerido, la entidad 
estatal competente determinará los estudios con los cuales deberá contar para abrir el res-
pectivo proceso de selección. 

Artículo 16. S  Para aquellos proyectos de Asociación Pú-
blico Privada de iniciativa pública cuyo costo estimado sea superior a setenta mil salarios 

ejecución del proyecto. 
Dichos sistemas servirán igualmente para confeccionar una lista limitada de posibles 

oferentes así como la de obtener de estos, a su exclusivo costo y riesgo, los estudios com-
plementarios que el proyecto requiera. Como consecuencia de lo anterior, la entidad estatal 
no adquirirá compromiso alguno de pago o retribución por dichos estudios, ni tampoco de 
abrir el proceso de selección de contratistas correspondiente. 

En caso de adjudicación, quien sea adjudicatario del contrato deberá pagar a los pre-

En aquellos casos en que no se abra el proceso de selección o que el resultado del proceso 
de selección sea la declaratoria de desierta del mismo, la entidad estatal competente podrá 

que le interesen o le sean útiles para los propósitos de la función pública, esta adquisición 
implicará la cesión de los derechos patrimoniales y la libre disposición de los mismos. 

Parágrafo. El alcance de los estudios complementarios, el valor máximo de los mismos, 

Artículo 17. 
como mínimo la siguiente información: 
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17.1 Descripción del proyecto y estudios de prefactibilidad que lo soportan, en los 

17.2 La fecha y hora límite así como el lugar físico o electrónico para presentar la 
manifestación de interés. 

17.3 La indicación de los requisitos mínimos habilitantes que se exigirán para la pre-

La invitación deberá ser publicada en el SECOP y contemplar un plazo mínimo de 
quince (15) días calendario contados a partir de su publicación, para que los interesados 
presenten las respectivas manifestaciones de interés. 

Artículo 18.  
conformará con mínimo dos (2) y máximo seis (6) potenciales oferentes y será publicada 
en el SECOP. En caso de existir más de seis (6) oferentes potenciales que cumplan con los 
requisitos habilitantes a los que se hace referencia en el presente decreto, se seleccionarán 
los seis (6) a invitar mediante el mecanismo de sorteo que deberá establecerse en el res-
pectivo pliego de condiciones. 

Los interesados en conformar la lista expresarán su interés por escrito, dentro del término 

manifestación con la documentación que soporte el cumplimiento total de los requisitos 
habilitantes del interesado. 

En caso de no lograr integrar la lista con al menos dos (2) interesados, la entidad estatal 
competente analizará la conveniencia y posibilidades de completar la estructuración. En 
tal caso, la selección únicamente podrá adelantarse mediante licitación pública abierta. 

Artículo 19. Condiciones para la presentación de iniciativas privadas. No podrán 
presentarse iniciativas privadas sobre proyectos que: 

encuentren vigentes. 
19.2 Para los cuales la entidad estatal haya adelantado la estructuración, entendida como 

la ocurrencia de cualquiera de los siguientes eventos: 
19.2.1 Cuando la entidad estatal haya contratado la estructuración del proyecto o se 

encuentre vigente la resolución de apertura del proceso de selección para la contratación 
de la estructuración.

19.2.2 Cuando la entidad estatal competente tenga los estudios en etapa de factibilidad 

19.3 Soliciten garantías del Estado o desembolsos de recursos del Presupuesto General 
de la Nación, las entidades territoriales o de otros Fondos Públicos, superiores a los esta-

Parágrafo. Las iniciativas privadas presentadas con anterioridad a la vigencia del presente 

conformidad con los principios generales contenidos en la mencionada ley sin estar sujetas 
a lo previsto en el numeral 19.2.1 anterior. 

Etapa de prefactibilidad. En la etapa de prefactibilidad, el originador de la 
iniciativa privada deberá contar entre otros, con información secundaria, cifras históricas, 
proyecciones económicas del Estado y realizará las inspecciones básicas de campo que 

alternativas técnicas que permitirán analizar la viabilidad del proyecto. 
En esta etapa el originador de la iniciativa privada, presentará ante la entidad estatal 

competente como mínimo la siguiente información: 

-
ración y mantenimiento del proyecto, según corresponda. 

cuales deberán estar mínimo en etapa de prefactibilidad. Los estudios deberán ser anexados. 

factores sociales, ambientales, prediales o ecológicos y propuesta inicial de mitigación de 
la potencial afectación para darle viabilidad al proyecto. 

Estimación inicial de costos de inversión, operación y mantenimiento y sus proyecciones. 

públicos. 

La entidad estatal competente podrá solicitar información adicional cuando lo considere 
pertinente. 

Artículo 21. Registro de la solicitud de la iniciativa privada. Radicada la iniciativa 
privada en la entidad estatal competente, esta deberá registrar el proyecto en el Registro 
Único de Asociaciones Público Privadas a más tardar dentro de los cinco (5) días hábiles 
siguientes al recibo del proyecto. 

La primera iniciativa que se radique en cualquier entidad estatal competente será objeto 
de estudio, las demás sobre el mismo proyecto se estudiarán solo si la primera se declara 
no viable. 

Parágrafo transitorio. Mientras entra en operación el Registro Único de Asociaciones 
Público Privadas (RUAPP), el registro al cual hace referencia el presente artículo deberá 
hacerse a través del medio electrónico establecido por el Departamento Nacional de Planeación. 

Artículo 22. Evaluación de la etapa de prefactibilidad y respuesta. Para evaluar si existe, 
interés público en el proyecto presentado, la entidad estatal competente deberá consultar 
los antecedentes con otras entidades estatales involucradas y realizará las consultas con 
terceros que considere necesarias. 

Dentro del plazo máximo de tres (3) meses contados desde la fecha de recepción del 
proyecto en etapa de prefactibilidad, o desde la recepción de la información adicional 
solicitada por la entidad estatal competente, esta enviará al originador de la propuesta, una 
comunicación indicando si la propuesta, al momento de ser analizada, es de interés de la 
entidad competente de conformidad con las políticas sectoriales, la priorización de proyectos 
a ser desarrollados y que dicha propuesta contiene los elementos que le permiten inferir 
que la misma puede llegar a ser viable. 

Dicha comunicación no implica el reconocimiento de ningún derecho al originador, ni 
la aprobación de la misma, ni obligación alguna para el Estado en los términos del artículo 

La entidad estatal deberá indicar, en su respuesta, si: 

siguiente información: 

complementados obligatoriamente en la siguiente etapa. 

22.4 La experiencia mínima en inversión o en estructuración de proyectos. 
22.5 Plazo máximo para la entrega del proyecto en etapa de factibilidad, el cual en ningún 

caso será superior a dos (2) años, incluidas prórrogas. Este plazo no podrá suspenderse. 
Artículo 23. Etapa de Factibilidad. En caso que, una iniciativa privada sea declarada 

de interés público, el oiiginador de la propuesta deberá entregar el proyecto en etapa de 
factibilidad dentro del plazo establecido en la comunicación que así lo indicó. 

En la etapa de factibilidad se profundizan los análisis y la información básica con la 
que se contaba en etapa de prefactibilidad, mediante investigaciones de campo y levanta-
miento de información primaria, buscando reducir la incertidumbre asociada al proyecto, 
mejorando y profundizando en los estudios y ampliando la información de los aspectos 

Si el originador de la iniciativa privada no hace entrega de la información en etapa de 
factibilidad en este plazo, la iniciativa se considerará fallida y podrá estudiarse la iniciativa 
privada presentada posteriormente sobre el mismo proyecto, de conformidad con el orden 
de radicación en el Registro Único de Asociaciones Público Privadas. 

Para la presentación del proyecto en etapa de factibilidad, el originador del proyecto 
deberá presentar como mínimo la siguiente información: 

23.1 Originador del proyecto:

23.1.2 Documentos que acrediten la experiencia en inversión o de estructuración de 

competente. 
23.2 Proyecto: 

y sus fases. 

necesidad mediante la provisión del bien o servicio público. 

socioeconómicos esperados. 
23.2.5 Descripción del servicio que se prestaría bajo el esquema de Asociación Público 

Privada. 
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derechos que puedan afectar la disponibilidad del bien. 
23.3 Riesgos del proyecto: 

desastre, de acuerdo con la naturaleza del proyecto, en los términos del presente decreto. 

el valor y el plazo del proyecto que contenga como mínimo: 
23.4.1.1 Estimación de inversión y de costos de operación y mantenimiento y sus pro-

yecciones discriminando el rubro de administración, imprevistos y utilidad. 
23.4.1.2 Estimación de los ingresos del proyecto y sus proyecciones. 
23.4.1.3 Estimación de solicitud de vigencias futuras, en caso que se requieran. 

23.5 Estudios actualizados: 

jurídica del proyecto y diseño arquitectónico cuando se requiera. 

efectuar o actualizar, teniendo en cuenta la naturaleza del proyecto o que se encuentran dis-

del mismo. En todo caso, la entidad estatal competente establecerá si la consideración del 
originador es válida y aceptada. 

23.6 Minuta del contrato y anexos: 
23.6.1 Minuta del contrato a celebrar y los demás anexos que se requieran. 
23.6.2 Declaración juramentada sobre la veracidad y totalidad de la información que 

entrega el originador de la propuesta. 
La entidad estatal competente podrá solicitar información adicional cuando lo considere 

pertinente. 
Artículo 24. Evaluación de la etapa de factibilidad y respuesta. Entregada la iniciativa 

en etapa de factibilidad, la entidad estatal competente deberá proceder a: 
24.1 Convocar públicamente dentro del mes siguiente a la entrega en etapa de factibili-

dad a los terceros y autoridades competentes que puedan tener interés en el proyecto a una 
audiencia pública, con el propósito de recibir las sugerencias y comentarios sobre el mismo. 

24.2 Efectuar la revisión y análisis de la iniciativa presentada, y solicitar si fuera el caso 
al originador, estudios adicionales o complementarios, ajustes o precisiones al proyecto, 
evento en el cual se podrá prorrogar el plazo establecido para dicho estudio en los términos 

24.3 En el caso de los proyectos de Asociación Público Privada de iniciativa privada 
adelantados por entidades del nivel nacional, cuyo presupuesto estimado de inversión, su-
mado a los aportes del Estado a los que hace referencia el artículo 11 del presente decreto, 

los ingresos anuales estimados del proyecto sean superiores a setenta mil salarios mínimos 

conclusiones del estudio de factibilidad y la correspondencia de estos con las eventuales 

del presente decreto al Ministerio sectorial respectivo. Corresponderá al Ministro sectorial, 
presentar y sustentar ante el Consejo de Ministros las conclusiones de dicho estudio, con 
el propósito de obtener su concepto sobre el particular. 

Las entidades del nivel territorial, deberán conformar un comité o consejo asesor integrado 

que emitan concepto con relación a los análisis que hace referencia el presente artículo. 
24.4 Emitir respuesta al originador de la iniciativa informando sobre: 

24.4.2 Monto que acepta como valor de los estudios realizados y forma de pago. 
24.4.3 Condiciones bajo las cuales la entidad estatal competente aceptaría la iniciativa 

privada. 
24.4.4 Borrador de minuta del contrato y anexos que la entidad estatal competente tendría 

como base para la elaboración del borrador de pliego de condiciones. 

condiciones bajo las cuales sería aceptada la iniciativa de conformidad con lo previsto en 

Artículo 25. Adquisición de estudios. De ser rechazada la iniciativa privada, la entidad 
pública competente podrá adquirir aquellos insumos o estudios que le sean útiles para el 
cumplimiento de sus funciones, valorados de conformidad con los costos soportados por 
el originador durante el trámite y evaluación de la iniciativa privada. La entidad estatal, 

en tarifas de mercado. 
La adquisición de insumos o estudios producto de la iniciativa privada rechazada, deberá 

constar por escrito, y contener entre otros, valor, forma de pago, manifestación de la cesión 

soportes correspondientes a los mismos, y en general todos aquellos aspectos que permitan 

Artículo 26. Presupuesto estimado de inversión en proyectos de Asociación Público 
Privada de iniciativa privada. Corresponde al valor de la construcción, reparación, mejo-
ramiento, equipamiento, operación y mantenimiento del proyecto. 

Artículo 27. Plazo para iniciación del proceso de selección. Dentro de los 6 meses 
siguientes a la expedición del concepto previo favorable del Departamento Nacional de 
Planeación de que trata el artículo 32 del presente decreto, la entidad estatal competente 
dará apertura a la licitación pública cuando se trate de iniciativas privadas que requieran 
desembolsos de recursos públicos, o realizará la publicación en el SECOP de la información 

que no requieren desembolsos de recursos públicos.

Artículo 28. 
recursos públicos. En caso de ser aprobada por parte de la entidad estatal competente una 

artículo, de la siguiente manera:

A
B   6%
C   3%

Artículo 29. Tiempo mínimo de duración de la publicación. En caso de ser aprobada por 
parte de la entidad estatal competente una iniciativa privada que no requiere desembolsos 

estatal publicará en la página web del Sistema Electrónico para la Contratación Pública 
(SECOP) el acuerdo de la iniciativa privada, los estudios y la minuta del contrato y sus 
anexos por el término de 2 meses, el cual podrá prorrogarse a solicitud de los interesados, 
si la entidad estatal competente lo estima conveniente hasta por 4 meses más. 

Manifestación de interés por terceros. En caso de presentarse por parte de 
un tercero una manifestación de interés en la ejecución del proyecto, de conformidad con lo 

esta deberá contener además de la expresión clara de su interés, las formas de contacto y 

podrá comunicarse con el interesado y la garantía que respalda su interés, por el monto 

garantía podrá consistir en una póliza de seguros, garantía bancaria a primer requerimiento, 

autorizado por la ley, con un plazo de un (1) año, término que deberá prorrogarse para que 

Si se recibieren manifestaciones de interés dentro del término señalado en el artículo 
anterior y se cumpliere con los requisitos previstos en la publicación, la entidad estatal 
competente, sin consideración al presupuesto estimado de inversión, deberá proceder a ade-

selección del contratista a través del procedimiento de selección abreviada de menor cuantía 
con las particularidades previstas en este decreto. En caso contrario, procederá a contratar 
con el originador de manera directa en las condiciones publicadas. 

En caso que se adelante el proceso de selección abreviada de menor cuantía con pre-

y sus reglamentos, con las siguientes particularidades, sin perjuicio de otras que se señalaren 
en el presente decreto:

-
cación serán los señalados en el artículo 13 del presente decreto. 

privados y la aceptación de la iniciativa privada por parte de la entidad estatal competente, 

presentadas. En caso de que el originador no haya quedado en primer orden de elegibilidad 
y siempre que haya obtenido como mínimo un puntaje igual o superior al ochenta por ciento 

del informe por parte de la entidad estatal competente. Cumplido este plazo la entidad 
procederá a la evaluación de la oferta presentada por el originador, consolidará el resultado 
de la evaluación y dará cumplimiento a lo previsto en el numeral 8 y siguientes del artículo 
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Para efectos de lo previsto en el presente numeral, se entiende que el originador mejora 

Si el originador dentro del plazo previsto en el inciso anterior no hace uso de la opción 
de mejorar la oferta en los términos señalados en el presente numeral, la entidad estatal 
incluirá dentro del contrato que resulte del proceso de selección, la obligación de que el 
contratista adjudicatario reconozca al originador del proyecto el reembolso de los costos en 
que este haya incurrido por la realización de los estudios necesarios para la estructuración 

Parágrafo. Cuando la propuesta sea presentada por una persona jurídica respaldada 
mediante compromisos de inversión irrevocables de Fondos de Capital Privado, en los 
términos del parágrafo del artículo 3° del presente decreto, se regirá por lo establecido en 
el parágrafo del artículo 13 del presente decreto. 

Artículo 31. Valoración de obligaciones contingentes. Una vez la entidad estatal com-
petente haya realizado las consultas a terceros y autoridades competentes de las que trata 

en etapa de factibilidad, la entidad estatal competente presentará para aprobación del Mi-
nisterio de Hacienda y Crédito Público, la valoración de las obligaciones contingentes, de 

en la Ley 448 de 1998. 
De no ser aprobada la valoración de obligaciones contingentes, la entidad estatal com-

petente procederá a efectuar los ajustes correspondientes dentro de los ocho (8) días hábiles 
siguientes a la comunicación de la valoración respectiva, si ello fuere posible, de confor-
midad con los lineamientos efectuados por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público. 

En el evento en el cual la valoración de obligaciones contingentes no fuere aprobada 

o ajustes a la misma, la entidad estatal competente informará al originador que la iniciativa 
ha sido rechazada. 

Artículo 32.  
Una vez aprobada la valoración de obligaciones contingentes por parte del Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público, la entidad estatal competente presentará para concepto previo 
favorable al Departamento Nacional de Planeación o de la entidad de planeación respectiva 
en el caso de entidades territoriales, de conformidad con los parámetros que el Departamento 

Público Privada como modalidad de ejecución para el desarrollo del proyecto. 

competente procederá a efectuar los ajustes correspondientes en un plazo máximo de ocho 
(8) días hábiles, si ello fuere posible, de conformidad con los lineamientos efectuados por 
el Departamento Nacional de Planeación o la entidad de planeación respectiva del orden 
territorial, los cuales deberán ser expresamente aceptados por el originador de la iniciativa. 

rechazada por la entidad estatal competente. 
En el evento en el que el Departamento Nacional de Planeación o la entidad de pla-

competente informará al originador que la iniciativa ha sido rechazada. 

con fundamento en los cuales se efectuaron las aprobaciones de las que trata el presente 
capítulo, obligará a la entidad estatal competente a solicitar nuevamente dichas aprobaciones. 

Parágrafo 2°. Tratándose de proyectos cuya ejecución sea competencia de entidades 
territoriales, el concepto previo favorable al que hace referencia el presente artículo, será 
emitido por la entidad de planeación respectiva, o quien haga sus veces. En el caso de pro-

favorable deberá ser emitido por el Departamento Nacional de Planeación. 
Artículo 33. Autorización de vigencias futuras. Previo a la apertura de la licitación 

pública, se deberá contar con la autorización de vigencias futuras para amparar proyectos 
de Asociación Público Privada, en los términos establecidos en el artículo 26 de la Ley 

Artículo 34. Vigencias futuras para amparar proyectos de Asociación Público Privada. 
De conformidad con el artículo 23 del Estatuto Orgánico de Presupuesto y el artículo 26 de 

resolución los requisitos, procedimientos y demás parámetros necesarios para el otorgamiento 
de las vigencias futuras de la Nación para amparar proyectos de Asociación Público Privada. 

Artículo 35.  La entidad estatal com-

estimación y asignación de los riesgos, las entidades deben realizar el análisis de acuerdo 
con los criterios establecidos en la ley y demás normas que regulen la materia. 

Artículo 36. De las metodologías de estimación de obligaciones contingentes. La Di-
rección General de Crédito Público y Tesoro Nacional del Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público expedirá las metodologías aplicables a los proyectos para estimar el valor de las 
obligaciones contingentes que en ellos se estipulen. 

Si no existen metodologías de valoración desarrolladas por el Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público, la entidad estatal competente deberá diseñar sus propias metodologías 
y someterlas para aprobación de dicho Ministerio. 

Artículo 37. Procedimiento de aprobación de la valoración de obligaciones contingentes 
de las entidades estatales. La entidad estatal competente deberá solicitar ante la Dirección 
General de Crédito Público y Tesoro Nacional del Ministerio de Hacienda y Crédito Pú-
blico la aprobación de la valoración de obligaciones contingentes, anexando a la solicitud 
de aprobación los documentos necesarios de conformidad con la Ley 448 de 1998 y su 
decreto reglamentario, para lo cual el Ministerio de Hacienda y Crédito Público publicará 
en su página de internet la lista de documentación requerida. 

La Dirección General de Crédito Público y Tesoro Nacional del Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público se pronunciará sobre la aprobación de la valoración de obligaciones con-

solicitud. 
De no ser aprobada la valoración de obligaciones contingentes, la entidad estatal 

competente procederá a efectuar los ajustes correspondientes dentro de los ocho (8) días 

los lineamientos efectuados por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público. Una vez 
sea nuevamente radicada la solicitud para la aprobación de la valoración de obligaciones 
contingentes con los ajustes solicitados, la Dirección General de Crédito Público y Tesoro 
Nacional del Ministerio de Hacienda y Crédito Público se pronunciará dentro del término 
establecido en el inciso anterior. 

de riesgos obligará a la entidad estatal competente a iniciar nuevamente todo el proceso de 
valoración de obligaciones contingentes.

Parágrafo. La valoración de obligaciones contingentes a la que hace referencia el 
presente Decreto es aplicable a todos aquellos sectores bajo el ámbito de aplicación de la 

Artículo 38. Análisis de amenazas y vulnerabilidad. La entidad estatal competente deberá 
contar con los documentos que soporten el diligenciamiento de la información de análisis 
de riesgos de amenazas y vulnerabilidad, de acuerdo con la metodología de evaluación de 
proyectos establecida por el Departamento Nacional de Planeación. 

De igual manera, la entidad estatal competente deberá informar a la Unidad Nacional 
para la Gestión del Riesgo de Desastres sobre los análisis realizados en materia de amenazas 
y vulnerabilidades con ocasión de la ejecución del proyecto de Asociación Público Privada. 

La anterior documentación, deberá ser servir como insumo de las coberturas del proyecto 
frente a los riesgos generados por eventos de origen natural. 

Artículo 39. Reducción de la tasa por adición o prórroga. Para efectos de lo previsto en 

(CONPES), podrá incorporar en los documentos de política que expida sobre los distintos 
proyectos de desarrollo económico y social, la aplicación si fuere el caso, de la reducción 
de la tasa por adición establecida en la citada norma. 

Constituye requisito indispensable para aplicar la reducción de la tasa por adición o 
prórroga, que el Consejo Nacional de Política Económica y Social (CONPES) se haya 
pronunciada de forma previa a la solicitud de la adición. 

Contratos para la elaboración de estudios, la evaluación de proyectos 
de iniciativa privada y las interventorías. De conformidad con lo previsto en el artículo 

de proyectos de iniciativa privada y las interventorías de los mismos, se realizarán bajo el 
procedimiento de Selección Abreviada de Menor Cuantía, salvo que su monto no exceda 

el cual, se aplicará el procedimiento previsto para la mínima cuantía en el Decreto 734 de 

Los factores de selección del contratista serán los establecidos en el artículo 5° de la 

Artículo 41. De la publicidad. La entidad contratante deberá garantizar la publicidad 
de los procedimientos, documentos y actos asociados a los procesos de contratación y 

estatal que está sometido a reserva legal. 

competente correspondiente y en el Sistema Electrónico para la Contratación Pública (Secop).
Artículo 42. Reversión de la infraestructura de proyectos de Asociación Público Pri-

vada. Con el propósito de asegurar la continuidad de la prestación de servicios públicos 
en proyectos de Asociación Público Privada, la entidad estatal competente, en desarrollo 

entrega y transferencia, de los elementos y bienes directamente afectados a la prestación de 

contrato, sin que por ello deba efectuarse compensación alguna, y excluirá los elementos y 
bienes que por su estado o naturaleza no se considere conveniente su reversión. 

Los bienes objeto de aporte del Estado diferentes a los desembolsos de recursos públicos 
efectuado por la entidad estatal competente revertirán a la entidad contratante al término 
del contrato. 
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Artículo 43. De los acuerdos y tratados internacionales en materia de contratación 
pública. Las entidades estatales competentes, en desarrollo de los procesos de selección 
para proyectos de Asociación Público Privada, deberán observar las obligaciones que en 
materia de Acuerdos Internacionales y Tratados de Libre Comercio (TLC) vinculen al 
Estado colombiano. 

Artículo 44. Elaboración y custodia del expediente del proyecto. La entidad estatal 
competente tiene la obligación de crear un expediente por cada proyecto. En los proyectos 
de iniciativa pública el expediente se deberá iniciar con los análisis que realiza la entidad 

toda la información relacionada con la adjudicación, ejecución y desarrollo del Proyecto. 

los hubiere, compilar y remitir a la entidad estatal competente toda la información que se 
produzca en el desarrollo de sus funciones. 

En los proyectos de iniciativa privada el expediente se deberá iniciar una vez se reciba la 
primera propuesta del proyecto de parte del originador de la iniciativa privada. Los análisis 

Publíquese y cúmplase.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN 

funciones del Despacho del Ministro de Hacienda y Crédito Público,
Germán Arce Zapata.

El Ministro de Transporte,

El Director General del Departamento Nacional de Planeación,
Mauricio Santa María Salamanca.

SUPERINTENDENCIAS

Superintendencia Nacional de Salud

RESOLUCIONES

RESOLUCIÓN NÚMERO 001862 DE 2012
(julio 4)

por medio de la cual se ordena la toma de posesión inmediata de los bienes, haberes y 
negocios, y la intervención forzosa administrativa para liquidar la Entidad Promotora de 
Salud del Régimen Subsidiado Empresa Mutual para el Desarrollo de la Salud Empresa 
Solidaria de Salud ESS - EPSS “Emdisalud”, con 

-
tración del Régimen Subsidiado.

El Superintendente Nacional de Salud, en ejercicio de sus atribuciones legales y re-

artículos 35, 36, los numerales 1 y 5 del artículo 37, literales a), b), c), f) y g) del artículo 

especial con el artículo 1°, los numerales 1, 2, 4 y 8 del artículo 3°, los numerales 1, 6 y 8 
y el parágrafo del artículo 4°, el artículo 5°, los numerales 1, 3, 4, 5, 8, 14, 15, 22, 23, 24, 

CONSIDERANDO:
 

 
El artículo 48 de la Constitución Política dispone que la seguridad social es un servicio 

público. Esta característica también es resaltada respecto de los servicios de atención en 
salud y saneamiento ambiental (artículo 49 ibídem).

Aunque hay quienes propugnan por la eliminación de un concepto que consideran 
ambiguo como el de servicio público, y de paso el de servicio público esencial1, nuestro 

dentro de un Estado social de derecho. En efecto, la circunstancia de que un ordenamiento 
de esta trascendencia se ocupe del tema obedece a la identidad, ya antigua, entre el Estado 
y la prestación de servicios públicos. No se puede perder de vista que con el inicio del siglo 
pasado, la visión del Estado regulador sufrió una paulatina transformación hacia el Estado 
interventor (v.g. Estado benefactor u hoy en día, estado social - liberal, etc.)2 y, en cuanto 

1 Este concepto atiende las recomendaciones de la OIT en materia laboral de tal forma que no se 
pervierta el derecho de huelga, cercenado por lo que se denominó como la piel de zapa de ese derecho 

2 Cfr., Nelly Corredor y Édgar González, Servicios Públicos Domiciliarios e intervención del Estado, en 
ECONOMÍA COLOMBIANA, Nº 174, octubre de 1985. Sobre el mismo tema, Francisco J. Ochoa, 

pasar por alto que la teoría del servicio público está en los pliegues mismos del Estado interventor. 
Cfr., 
visión alternativa, Cinep, Bogotá 1988, pág. 84.

tal, le resultó legítimo prestar ciertos servicios, establecer normas de calidad y cobertura, 
amparar a franjas de población desprovistas de los mismos, reglamentar los mercados que 
ellos generan, entre otros aspectos.

Con el paso del tiempo, los servicios públicos pasaron a ser un atributo del ciudadano, 

“necesidades básicas satisfechas”. Los elementos de generalidad, igualdad, continuidad, 
obligatoriedad, propios de este concepto, se predican de todos los habitantes de la Nación.

irrenunciable, universal, inspirado en los principios constitucionales del Estado Social de 
Derecho, solidaridad y dignidad humana, que persiguen el cumplimiento material y efectivo 
de las garantías constitucionales. En este sentido, la seguridad social es un servicio público 

habitantes del territorio nacional.
El tema de la Seguridad Social ha sido tomado por el artículo 48 de la Constitución 

Política, que establece que, es un servicio público de carácter obligatorio que se prestará bajo 

universalidad y solidaridad, en los términos que establezca la ley.
Así las cosas, se garantiza a todos los habitantes del territorio el derecho irrenunciable 

a la Seguridad Social. El Estado, con la participación de los particulares, ampliará progresi-
vamente la cobertura de la Seguridad Social que comprenderá la prestación de los servicios 
en la forma que determine la ley.

Le corresponde al Estado organizar, dirigir y reglamentar la prestación de servicios de 

universalidad y solidaridad. También establecer las políticas para la prestación de servicios 
de salud por entidades privadas, ejercer su vigilancia y control. Así mismo, establecer las 
competencias de la Nación, las entidades territoriales y los particulares y determinar los 
aportes a su cargo en los términos y condiciones señalados en la ley.

Los servicios de salud se organizarán en forma descentralizada, por niveles de atención 
y con participación de la comunidad. Toda persona tiene el deber de procurar el cuidado 

-
tema de Seguridad Social en Salud para garantizar la salud con énfasis en la promoción y 
la prevención para que todos los habitantes del país tengan acceso a los servicios de salud.

de los servicios de salud se sustenta en un esquema descentralizado, con la activa participa-
ción del sector privado. El mismo se basó en un sistema de aseguramiento en un ambiente 

salud, de acuerdo con los criterios establecidos en el artículo 49 de la Constitución Política 
de Colombia3.

régimen de competencias, y los recursos, establece una nueva organización administrativa 
-

toridades locales y regionales de salud, al tiempo que establece los porcentajes de inversión 
a estas instancias, para el desarrollo de la atención a la población.

públicos y privados de los servicios de salud. Se pasó de un sistema de transferencia de 

manera, la competencia entre el sector público y el privado con el Estado como regulador.
El Estado colombiano por intermedio del Ministerio de Salud, hoy, de la Protección 

Social y en desarrollo de los artículos 48 y 49 de la Constitución Política provee las herra-
mientas para la oferta y establece la seguridad social en salud a la población del territorio 

-

-
tralismo y rigidez para la prestación de sus servicios, la escasa capacidad resolutiva de los 
servicios, y la inexistencia del trabajo intersectorial, entre otros factores, que llevaron a que 
el sistema en salud fuera profundamente inefectivo.

De esta manera, la Constitución Política de 1991 establece en su contenido el derecho 
a la salud y la Seguridad Social en Salud como derecho irrenunciable de los colombianos y 
como servicios públicos obligatorios, garantizando para ello a todas las personas los servicios 
de promoción, protección y recuperación de su salud, con una organización descentralizada 
de los servicios, dada por los diferentes niveles de atención, con la participación de los 
agentes públicos y privados y “con la plena participación de la comunidad”

3 “La atención de salud y el saneamiento ambiental son servicios públicos a cargo del Estado. Se 
garantiza a todas las personas el acceso a los servicios de promoción, protección, y recuperación de 
la salud. Corresponde al Estado organizar, dirigir, y reglamentar la prestación de servicios de salud 

solidaridad. También, establecer las políticas para la prestación de servicios de salud por entidades 
privadas, y ejercer su vigilancia y control. Así mismo, establecer las competencias de la Nación, 
las entidades territoriales y los particulares, y determinar los aportes a su cargo en los términos y 
condiciones señalados en la Ley. Los servicios de salud se organizarán en forma descentralizada, por 
niveles de atención y con participación de la comunidad. La Ley señalará los términos en los cuales 
la atención básica para todos los habitantes será gratuita y obligatoria. Toda persona tiene el deber de 
procurar el cuidado integral de la salud y la de su comunidad”. Artículo 49 de la Constitución.


